
 

 5 mayo 2021 

Legislación al día Unión Europea 

Legislación al día. Unión Europea. Prevención y 
reparación de daños ambientales 

  Sara García García, Doctoranda en Derecho de la Universidad de Valladolid 

Comunicación de la Comisión – Directrices por las que se 
proporciona un concepto común del término «daño 
medioambiental» tal como se define en el artículo 2 de la Directiva 
2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 
responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y 
reparación de daños medioambientales 

Autora:  Sara García García, Doctora en Derecho por la Universidad 
de Valladolid 

Palabras clave: Daño medioambiental. Responsabilidad 
medioambiental. Recursos naturales. Servicios ambientales. 

Resumen: 

La Directiva 2004/35 sobre responsabilidad medioambiental es una de 
las más relevantes del Derecho ambiental en la Unión Europea, base 
de un sistema de protección de la naturaleza minucioso como es el 
europeo. La Unión comprobó que, pese a la importancia de la norma, 
esta no ofrecía la protección más adecuada y eficaz «por la notable falta 
de uniformidad en la aplicación de conceptos clave, en particular los 
relacionados con el daño medioambiental». Para intentar solventar 
estas deficiencias, el Reglamento (UE) 2019/1010 relativo a la 
adaptación de las obligaciones de información en el ámbito de la 
legislación relativa al medio ambiente actualizó el artículo 18 de la 
Directiva de 2004 e impuso a la Comisión Europea la obligación de 
desarrollar unas Directrices con las que proporcionar un concepto 
común de daño medioambiental que diluyese las diferencias en la 
aplicación de la norma en los distintos Estados miembros y elevase así 
la protección otorgada a la naturaleza en el territorio de la Unión. 

Pues bien, la presente Comunicación cuyo análisis nos ocupa es el fruto 
del cumplimiento de esa obligación impuesta a la Comisión Europea: su 
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contenido son las Directrices a través de las cuales esta pretende 
aclarar y unificar el concepto de daño medioambiental. Un concepto que 
por el carácter general y transversal de la norma de 2004 es extensible 
a otros ámbitos del Derecho, por lo que estas Directrices deciden 
incorporar los pormenores previstos en otras normas esenciales como 
la Directiva de aves, de hábitats, la marco del agua o la de protección 
del medio marino. 

Las Directrices, como se verá a continuación, ponen el foco «en la 
variedad de efectos adversos comprendidos en la definición de daño 
medioambiental». Esta variedad, ligada a las múltiples «actividades 
profesionales y factores perjudiciales que pueden estar vinculados a los 
efectos adversos, implica que las autoridades competentes tendrán que 
recurrir a menudo a conocimientos especializados, como dictámenes 
de expertos, a fin de evaluar el carácter significativo de los efectos 
adversos» (apartado 225). Las Administraciones Públicas deberán así 
completar su actuación con la palabra del experto para ofrecer una 
mejor y más eficaz protección a la naturaleza. En este sentido, «las 
Directrices subrayan la medida en que pueden entrar en juego 
consideraciones jurídicas, técnicas y científicas cuando las autoridades 
competentes evalúan el carácter significativo de los efectos adversos o 
bien velan por que se cumplan las obligaciones de prevención de 
efectos adversos, gestión inmediata de los factores perjudiciales o 
adopción de medidas de reparación. Los medios que pueden utilizar las 
autoridades competentes y las partes interesadas para hacer frente a 
los retos que todo ello comporta incluyen una formación profesional 
adecuada y la puesta en común de buenas prácticas». Para favorecer 
esta labor, en la Comunicación se anuncian un conjunto de materiales 
puestos al respecto a disposición de los Estados miembros (apartado 
226). 

La Comisión ha sido pragmática y ha optado por desgranar el concepto 
de daño medioambiental ofrecido por la Directiva sobre responsabilidad 
medioambiental e ir concretando cada uno de los puntos relevantes de 
este. Es interesante cómo complementa alguno de ellos aportando la 
interpretación del Tribunal de Justicia más reciente en la materia, pero 
no termina de concretar con claridad conceptos que resultan esenciales 
para la aplicación de la Directiva y la protección del medio ambiente 
como son servicio ambiental o estado de conservación. Estos 
conceptos sí se ven más ordenados en las Directrices, pero ello no 
implica que hayan sido completamente aclarados; quizás la Comisión  



 
 

ha desaprovechado una gran oportunidad para hacerlo, pero esto no es 
un comentario de opinión, sino un análisis estricto del contenido de la 
última Comunicación de la Comisión en materia ambiental, análisis que 
es el siguiente: 

En primer lugar, la Comunicación expone un contexto jurídico de la 
Directiva sobre responsabilidad medioambiental en el que ya comienza 
a ofrecer una interpretación unificada de conceptos importantes para la 
determinación del daño. 

Empieza recordando que el concepto de daño medioambiental que se 
va a tratar debe ponerse en relación únicamente con las personas que 
pueden ser legalmente responsables de este daño, lo que la Directiva 
denomina operadores. Al respecto la Comisión apunta que estos 
operadores se entienden desde una perspectiva profesional, pero en 
sentido amplio: no solo desde el punto de vista de las actividades 
profesionales enumeradas en el Anexo III de la Directiva (como algunos 
Estados han interpretado sobre la base de lo dispuesto en el art. 3.1. de 
la Directiva) sino en oposición a un contexto meramente personal o 
doméstico, pudiendo abarcar la totalidad de las actividades 
desempeñadas dentro de un contexto profesional incluyendo «las 
actividades desempeñadas en interés de la colectividad en virtud de una 
delegación legal de funciones» (asunto C-297/19, Naturschutzbund 
Deutschland – Landesverband Schleswig-Holstein eV, una 
interpretación del concepto de operador más amplia, en la línea de la 
definición ofrecida por el art. 2.7. de la Directiva). Incluso, añaden las 
Directrices, la responsabilidad medioambiental diseñada por la Directiva 
debe ser aplicada a los operadores ilegales o sin autorización (asunto 
C-494/01, Comisión/Irlanda), apartados 10, 11 y 15. 

Una responsabilidad, la de estos operadores que es estricta dice la 
Comisión, lo que en España se ha interpretado como una 
responsabilidad objetiva en la que no se exige culpa o negligencia y que 
concuerda con las Directrices señaladas en este caso. Lo que sí se 
requiere es el establecimiento de un nexo causal entre la actividad 
sospechosa de causar daños y los daños o amenazas advertidas. La 
Comisión advierte cómo el TJUE ha dictaminado que para establecer 
dicho nexo basta una presunción basada en «indicios 
plausibles» (asunto C-378/08, Raffinerie Mediterranee (ERG) SpA y  
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otros), pero estos son unos indicios que, motivados por la Directiva, se 
suelen limitar a aquellos casos en los que se produce una emisión, 
suceso o incidente profesional, es decir, un funcionamiento anormal 
o accidental de la actividad profesional (así se desprende de la 
Directiva en varias ocasiones, como en su artículo 17, por ejemplo); al 
respecto las Directrices indican que la responsabilidad prevista en la 
Directiva debe alcanzar también a los daños derivados del 
funcionamiento normal de una actividad profesional (asuntos C-
529/15, Folk o C-297/19, Naturschutzbund Deutschland – 
Landesverband Schleswig-Holstein eV). La manifestación de estos 
efectos, recuerda la Comisión, puede ser repentina y 
accidental o gradual: apartados 12 a 14 y 16 a 20. 

Del texto de la Comunicación destaca también cómo la Comisión 
recuerda que la armonización ofrecida por la Directiva es mínima, lo que 
implica que los Estados miembros pueden mantener las exigencias ahí 
ofrecidas o adoptar disposiciones más rigurosas en relación con el daño 
medioambiental, siempre respetando el contenido completo establecido 
en la norma europea: apartado 26. 

Precisamente estos Estados miembros, recuerda la Comisión, tienen 
“su cuota de responsabilidad” ante daños al medio ambiente y cumplen 
unas funciones esenciales en la materia. Las Directrices repasan las 
funciones de estos en cuanto al conocimiento de la existencia del daño, 
evaluación de sus efectos y determinación de las medidas reparadoras 
que se deben aplicar, así como los deberes de información que deben 
cumplir y exigir. Al respecto, las Directrices recuerdan que la acción 
generadora del daño medioambiental puede dar lugar a la 
responsabilidad específica de la Directiva, así como suponer una 
infracción de otra legislación de la Unión, debiendo ser 
atendidas ambas responsabilidades sin excepción. El último punto 
que merece la pena destacar en relación con la responsabilidad del 
Estado frente a estos daños alude a la posible responsabilidad 
subsidiaria de las autoridades en relación con un daño medioambiental 
“desatendido”. La Comisión reconoce que la Directiva «no estipula 
expresamente la responsabilidad subsidiaria de las autoridades 
públicas en relación con la adopción de medidas preventivas, medidas 
para gestionar los factores perjudiciales de forma inmediata y medidas 
reparadoras, pero tampoco establece expresamente que se pueda  



 
 

prescindir de todas estas medidas si el operador no las adopta, o si el 
operador puede justificar que no tiene que sufragar su coste. La 
distinción que la Directiva marca entre las medidas y los costes de 
dichas medidas indica que las medidas son necesarias con 
independencia de si el operador puede o debe sufragar el coste»; 
es por ello por lo que el Estado miembro puede verse obligado a 
adoptar por sí mismo las medidas adecuadas, si no se consigue el 
resultado requerido, pese a que las autoridades hayan actuado ya 
contra el operador (asunto C-104/15, Comisión/Rumanía): apartados 27 
a 39. 

Tras esta primera parte, la Comunicación afronta ya el estudio del 
concepto de daño, primero y de daño medioambiental después, 
analizando los pormenores surgidos con la aplicación de esos 
conceptos ante cada recurso natural. 

La Directiva no entiende el daño ambiental sin ponerlo en referencia 
con un recurso natural específico, lo que acarrea especificidades para 
cada recurso y complica precisamente la aplicación de este concepto; 
es por eso por lo que ahora la Comisión parte del concepto 
de daño general, que pretende ofrecer despojado de consideraciones 
específicas, consideraciones que va analizando posteriormente. La 
Comunicación entonces intenta ir de lo general a lo concreto 
construyendo así las características esenciales y generales de ese 
daño medioambiental: 

Daño a los efectos de la Directiva sobre responsabilidad 
medioambiental se define como «el cambio adverso mensurable de un 
recurso natural o el perjuicio mensurable a un servicio de recursos 
naturales, tanto si se producen directa como indirectamente». La 
Comisión entiende que a través de esta definición se están 
incorporando cuatro conceptos básicos cuya concreción resulta 
esencial para ofrecer una interpretación común del concepto (apartados 
40 a 45), a saber: 

1. «el alcance material de lo que se ve afectado, es decir, recursos 
naturales y servicios de recursos naturales»; 

2. «el concepto de efectos adversos, es decir, cambios adversos y 
perjuicios». Unos efectos adversos que, dice la Comisión, no solo  



 
 

deben ser atendidos cuando afecten a las características del 
recurso natural, sino también a los servicios ambientales; 

3. «el alcance de estos efectos adversos, es decir, que sean 
mensurables». La Comunicación especifica al respecto 
que mensurable significa que los daños han de poderse 
cuantificar o estimar, debiéndose «comparar de manera 
significativa la situación anterior a un hecho perjudicial con la 
situación posterior»; 

4. «las maneras en que pueden producirse estos efectos adversos, 
es decir, directa o indirectamente», en atención aquí al nexo 
causal existente entre estos efectos adversos y el hecho que los 
genera. 

Sobre el alcance material de lo que se ve afectado, es decir, recursos 
naturales y servicios de recursos naturales. 

Con respecto al alcance material y geográfico, para hablar ya 
específicamente de daño medioambiental, la Comisión desagrega y 
compartimenta en tres la categoría de recurso natural presente en la 
definición de daños, entendiendo este como aquel que afecta a las 
especies y hábitats naturales protegidos, al agua y al suelo. Ya que la 
intención de la Comisión era ofrecer una interpretación completa y 
unificada del concepto de daño medioambiental, ciertamente se echa 
en falta en este punto un breve comentario a la atmósfera y su remisión 
a la normativa por la que este -también- recurso natural se protege, así 
como una referencia más amplia y concreta a los servicios ambientales, 
realmente esenciales y clarificadores en la concreción y aplicación en 
general del Derecho ambiental, pero especialmente de la regulación 
que nos ocupa, apartados 46 y 47. 

Respecto al recurso natural especies y hábitats, se entenderán 
por especies protegidas aquellas señaladas como tal por la Directiva de 
2004 más las señaladas por las Directivas sobre la naturaleza (Directiva 
2009/147/UE sobre las aves, art. 4.2. y Anexo I y Directiva 92/43/CE 
sobre los hábitats, Anexos II, IV y las especies de peces recogidas en 
el anexo V), así como aquellas que un Estado miembro decida incluir 
por sí mismo, apartados 85 a 95. 



 
 

De un modo similar, la Comisión recuerda que, respecto a las aguas, 
debemos aplicar un concepto amplio al expuesto en la Directiva de 
2004, atendiendo específicamente a las aguas superficiales 
continentales, las aguas de transición, las aguas costeras y las aguas 
subterráneas reguladas por la Directiva 2000/60/CE marco sobre el 
agua y a las aguas marinas reguladas por la Directiva 2008/56/CE 
marco sobre la estrategia marina, apartados 130 a 132 y 175 a 178. 

El suelo, como reconoce la Comisión, ofrece menos dificultades en 
este punto pues su definición no exige ser completada con otra 
legislación; no obstante, recuerda, debe ser incluido todo el suelo así 
como el subsuelo, apartados 203 a 205. 

Sobre el concepto de efectos adversos: concreción de los conceptos de 
referencia con los que determinar “la adversidad de los efectos”. 

La Comunicación ofrece en este punto conceptos de referencia para 
determinar frente a cada recurso si se producen efectos adversos y si, 
en ese caso, estos son pertinentes, apartado 48. 

En el caso de las especies y hábitats naturales, el concepto de 
referencia es «el estado favorable de conservación». En el caso de los 
hábitats naturales, «estos parámetros comprenden su distribución 
natural a largo plazo, su estructura y funciones» -sus servicios 
específicos-, «así como la supervivencia a largo plazo de sus especies 
típicas»; ante una especie, estos parámetros consisten en «su 
distribución a largo plazo y la abundancia de sus poblaciones», 
apartados 96 a 101. 

Para las aguas la Comisión vuelve a exigir una distinción ante cada tipo 
de agua y en atención a las dos Directivas antes señaladas. Así 
tendríamos que el concepto de referencia de los efectos adversos en 
este caso sería, apartados 133 a 141 y 176 a 178: 

• para las aguas superficiales: el estado ecológico, referido a la 
calidad de la estructura y funcionamiento de los ecosistemas -
calidad, por cierto, que en la normativa española se define como 
la variación del nivel de provisión de servicios ambientales (véase 
el Anexo II del Real Decreto 2090/2008)- y el estado químico  



 
 

(buen estado químico), dependiente del nivel de concentración de 
contaminantes químicos y su conductividad; 

• para las aguas subterráneas: el estado químico y cuantitativo; 
• para las masas de agua muy modificadas y artificiales: el estado 

ecológico y el potencial ecológico (buen potencial 
ecológico), referido también a la calidad de la estructura y 
funcionamiento de la masa de agua. 

• para las aguas marinas: hace referencia, esencialmente, 
al estado ecológico y químico. 

El concepto de referencia en este caso para el suelo es la salud 
humana; «solo se tienen en cuenta los efectos adversos cuando la 
contaminación puede causar perjuicios para la salud humana». Una vez 
más, se obvia la importancia del servicio ambiental y la relación 
demostrada entre los servicios ambientales y la salud humana, 
apartados 206 y 207. 

Sobre el alcance de estos efectos adversos. 

Esos efectos adversos cuyas referencias se acaban de tomar son 
atendidos por la responsabilidad prevista en la Directiva 2004 sin son 
importantes o significativos. Debe, por tanto, evaluarse la importancia 
del efecto adverso. Para alcanzar un concepto común de esa 
evaluación la Comisión propone considerar lo siguiente (apartados 49 
a 83): 

1º         Las circunstancias en las que surge la necesidad de evaluar la 
importancia: estas no serán las mismas para cada recurso natural. La 
Comisión hace especial hincapié en este caso ante el agua y el suelo. 
Para el agua (especialmente marina) detalla un listado de las 
actividades cuya evaluación suele ser más pertinente a estos efectos y 
para el suelo hace lo propio respecto a los contaminantes cuya 
presencia insta a realizar esta evaluación: véanse los apartados 102 
para especies y hábitats, 142 para aguas, 179 a 182 especialmente 
para las marinas y 208 a 213 para el suelo. 

2º         Los fines de la evaluación de la importancia: la evaluación de la 
importancia de los efectos adversos «no es un fin en sí misma. Su 
finalidad es determinar si los efectos adversos requieren medidas  



 
 

preventivas, la gestión inmediata de los factores perjudiciales, o 
medidas reparadoras». Y ello dirigido a recuperar «el estado básico del 
medio ambiente por medio de una reparación primaria, complementaria 
y compensatoria», especialmente en el caso de los daños a especies y 
hábitats naturales protegidos y los daños a las aguas. La Comisión 
advierte que, en general, estas medidas han sido dirigidas por los 
Estados a recuperar el entorno afectado más que a retirar o controlar 
los propios factores perjudiciales, algo que debe empezar a cambiar y 
que, de hecho, resulta ser el objetivo principal ante el recurso suelo 
(asunto C-529/15, Folk), apartados 52 a 56. 

3º         Las responsabilidades jurídicas con respecto a la realización de 
la evaluación, atendiendo a las diferentes obligaciones de las partes 
afectadas, incluida la Administración, y a la información prestada por 
estas, véanse los apartados 57 a 60. 

4º         El contexto o contextos en que ha de llevarse a cabo la 
evaluación: la Comisión básicamente advierte de que los daños a los 
recursos naturales, si cumplen los requisitos de la Directiva, deben ser 
atendidos y ello aún cuando el estado de conservación del que se 
partiese fuese malo o negativo, apartados 61 y 103 a 107. Aquí la 
Comunicación no se olvida de los servicios ambientales y, en concreto 
en su análisis sobre los daños a las aguas, recuerda que la evaluación 
debe realizarse «no solo a los cambios mensurables en las aguas sino 
a los perjuicios mensurables de los servicios ambientales que dichas 
aguas prestan», y especifica que debe evaluarse el daño tanto sobre el 
servicio directo como indirecto: «los daños a las aguas pueden suponer 
una pérdida de servicios para especies y hábitats» (indirectos), «pero 
también una pérdida de servicios en beneficio del público» (directos). El 
contexto puede variar ante la evaluación del daño al servicio, pues tal y 
como afirma la Comunicación «el perjuicio de los servicios de recursos 
naturales prestados por las aguas puede estar relacionado con zonas 
de agua más limitadas que las comprendidas en las masas de agua 
delimitadas en la Directiva marco sobre el agua. Por ejemplo, puede 
que se perjudique el suministro de agua para consumo humano por la 
contaminación de un único punto de captación»; aunque también, 
debería haberse añadido aquí que ese contexto podría ser más amplio, 
debido a que los efectos derivados de una pérdida de servicios  



 
 

ambientales pueden tener un efecto dominó y extenderse con rapidez 
más allá de donde han sido afectados, apartados 143 a 152. 

5º         El enfoque de la evaluación: para realizar la mejor evaluación 
se debe «comparar el estado de los recursos y servicios 
naturales anterior al hecho perjudicial con su estado posterior al 
hecho». Especifica la Comisión que cuando se trata de medir la 
situación anterior, «entra en juego el concepto de estado básico. 
Aunque el estado básico puede ser constante, es probable que varíe 
con el tiempo», apartados 62 a 67. Un estado básico cuya evaluación 
debe abarcar a «todos los recursos naturales y sus 
servicios», apartados 153 y 154. 

6º         La realización de la evaluación: «en función de los fines que 
sean pertinentes para las circunstancias que se presenten, dice la 
Comisión, puede que la evaluación de la importancia de los cambios en 
los recursos naturales tenga que hacerse en distintas etapas y teniendo 
en cuenta distintos tipos de información», apartados 68 a 74. La variada 
naturaleza de estos indicadores de estado, así como los diferentes 
servicios exigen «una variedad de técnicas y metodologías para estimar 
y medir tanto el estado básico como los cambios adversos y los 
perjuicios. Pueden ser análisis químicos, evaluaciones de hábitats, 
mediciones de toxicidad e índices biológicos, por ejemplo». A la hora de 
estimar el estado básico, deben tenerse en cuenta los trabajos ya 
realizados al respecto en casos anteriores y los datos de seguimiento 
obtenidos; cuando estos no existan, para estimar el estado básico 
puede ser recomendable realizar una extrapolación de los datos 
disponibles acerca de otras zonas similares o de aquellos obtenidos de 
fuentes de consulta generales. Dicho esto, la Comunicación reconoce 
que «aunque la definición de “estado básico” está relacionada con todos 
los recursos naturales y sus servicios, su utilidad es limitada para 
evaluar la importancia del riesgo para la salud humana», un criterio a 
tener en cuenta siempre, pero más especialmente ante el suelo. En este 
caso, «cuando exista una amenaza inminente de que se causen daños 
al suelo, pero la contaminación del suelo todavía no se haya producido 
de forma efectiva, el estado básico puede ser pertinente para medir los 
riesgos para la salud humana que podrían derivarse si no se adoptan 
medidas preventivas. Cuando la contaminación esté en proceso de 
producirse, el estado básico puede igualmente ser pertinente para  



 
 

medir los riesgos para la salud humana que podrían derivarse si no se 
gestionan de inmediato los factores causantes de la contaminación. No 
obstante, cuando se trata de reparar los daños al suelo, la finalidad de 
la Directiva es eliminar todo riesgo significativo para la salud humana, 
más que restituir el suelo al estado en que se encontraba antes de la 
contaminación».  

En este punto, la dimensión temporal es importante, pero «una 
consideración clave es también el uso actual o futuro planificado», 
especialmente para el caso del suelo, «ya que esto es probable que 
afecte a la exposición humana a contaminantes». Sobre este último 
apunte, también se recomienda atender a «las características y función 
o uso de la tierra, el tipo y concentración de las sustancias, preparados, 
organismos o microorganismos presentes y su riesgo y posibilidades de 
propagación», véanse los apartados 108 a 119 para especies y hábitats, 
153 a 166 para el agua protegida desde la Directiva marco y 183 a 196 
para las marinas y 214 a 220 para el suelo. 

7º         La determinación de la importancia: y finalmente todo esto para 
determinar la importancia o significatividad de los efectos adversos 
apreciados e iniciar, o no, el mecanismo de la responsabilidad 
medioambiental regulado por la Directiva de 2004. Una determinación 
que como advierte el TJUE debe hacerse caso por caso y ante todo 
posible daño o amenaza, recuerda la Comisión, ya que «la importancia 
de los efectos no depende necesariamente de que estén presentes a 
gran escala, y es que incluso un proyecto de dimensiones reducidas 
puede tener un impacto considerable en el medio ambiente cuando los 
factores medioambientales sean sensibles a la más mínima 
modificación» (asunto C-392/96, Comisión/Irlanda); incluso deben 
tomarse estas medidas cuando la actuación contaminante estuviese 
autorizada, ya que una «autorización existente al respecto de los 
factores perjudiciales no exime necesariamente al operador de la 
necesidad de intervenir» (asunto C-529/15, Folk) (apartado 81), salvo 
que estos estuviesen identificados con anterioridad y expresamente 
autorizados (apartado 126 a 129 y 172 a 174). 

Pues bien, la Comunicación dota en este punto de una relevancia 
especial y expresa al servicio ambiental: para la determinación de la 
significatividad de un daño «ha de tenerse en cuenta el perjuicio sobre  



 
 

los conceptos de referencia pertinentes y el concepto de perjuicio de los 
servicios», especificando algunos de ellos, véanse apartados 75 a 83. 
Y advierte de que «para que los efectos adversos sean significativos, 
no es necesario que afecten a todos los indicadores de estado 
potencialmente pertinentes», basta con que afecten «al menos a uno 
de ellos» (asunto C-461/13, Bund für Umwelt und Naturschutz 
Deutschland eV/Bundesrepublik Deutschland), apartados 167 y 
170. 

Respecto a las especies y hábitats los cambios adversos serán 
significativos y se producirán perjuicios si generan alguna de las 
siguientes consecuencias: «pérdida permanente o provisional 
mensurable de la superficie que ocupa el hábitat, deterioro mensurable 
de la estructura o funcionamiento del hábitat -es decir, de los servicios 
presentes-, reducción permanente o provisional mensurable del área de 
distribución del hábitat, pérdida permanente o provisional mensurable 
de especies típicas, o una reducción de su área de distribución o 
hábitats disponibles, perjuicio permanente o provisional mensurable de 
los servicios naturales vinculado a la superficie, estructura y funciones 
del hábitat natural y sus especies típicas»; puede ampliarse y 
concretarse esta información acudiendo a los apartados 120 a 125 de 
la Comunicación. 

Sobre el agua «los cambios adversos serán significativos y se 
producirán perjuicios conexos si, al respecto de la zona o zonas de las 
masas de agua afectadas, dan lugar a: una pérdida permanente o 
provisional mensurable al respecto de un indicador de estado o un 
deterioro mensurable de este, así como un perjuicio mensurable de 
servicios naturales del recurso». Dicho lo anterior, se considera 
significativo igualmente aquel efecto adverso que, sin ostentar una 
gravedad inmediata, genere «un desfase mensurable entre el momento 
en que se producen los efectos adversos y el momento en que se 
restituye el estado básico», apartados 167 a 171 y 197 a 200. 

Finalmente, para determinar este aspecto sobre un daño al 
recurso suelo en la Comunicación se realiza un análisis de la 
significatividad de un daño en la salud humana. Las formas de 
determinar la significatividad de un daño a la salud humana podrían ser 
extendidas al análisis realizado sobre cualquier recurso, pues con  
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anterioridad ya ha recordado la Comisión que «en todo caso, los daños 
con efectos demostrados en la salud humana deberán clasificarse como 
daños significativos», apartado 123. Dicho esto, «el riesgo de que se 
produzcan efectos adversos para la salud humana será significativo si 
existe una duda razonable en cuanto a la ausencia de una posibilidad 
mensurable de que una amenaza inminente o factores perjudiciales 
puedan causar la exposición directa o indirecta de seres humanos a 
contaminantes en una medida que sea nociva para su salud, teniendo 
en cuenta el uso actual o futuro planificado del suelo» -o de cualquier 
otro recurso natural; un uso que, recordemos, se plasma o identifica con 
los servicios ambientales directos, al ser estos los beneficios o 
funciones presentes en los recursos naturales para el ser humano. Un 
punto a destacar es que la significatividad de un daño, atendiendo a su 
afección a la salud humana, no exigirá «que el riesgo se haya 
materializado en un daño efectivo: no es necesario demostrar un daño 
efectivo para la salud humana para que se aplique la definición de 
daños al suelo, como tampoco es necesario demostrar que, por su 
propagación, el riesgo ya se haya materializado en la contaminación de 
otro medio ambiental, como el agua», véanse los apartados 221 a 224. 

Dicho esto y para terminar, la Comisión aclara que la referencia 
presente en el Anexo I de la Directiva de 2004 por la cual hay una serie 
de efectos perjudiciales que «no tendrán que clasificarse como daños 
significativos», no es una obligación sino, una vez más, una 
armonización mínima, de forma que los Estados miembros podrán 
considerarlos o no significativos (asunto C-297/19, Naturschutzbund 
Deutschland – Landesverband Schleswig-Holstein eV), apartado 124. 

Normativa afectada: 

• Reglamento (UE) 2019/1010 
• Directiva 2004/35/CE 
• Directiva 2009/147/CE 
• Directiva 92/43/CEE 
• Directiva 2000/60/CE 
• Directiva 2008/56/CE 

 



 
 

 

Documento adjunto: Comunicación de la Comisión Directrices por 
las que se proporciona un concepto común del término «daño 
medioambiental» tal como se define en el artículo 2 de la Directiva 
2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 
responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y 
reparación de daños medioambientales 
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